T.F.A No. 030-2012 SALA SEGUNDA. TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO. San José, a las once horas del veinticinco de enero del  año dos mil doce.
Conoce este Tribunal del recurso de apelación interpuesto por el señor  [...] , portador de la cédula  [...] , contra la resolución G-SA-03-R-251-2009 dictada por la Administración Tributaria de Cartago, a las ocho horas, diez minutos del primero de setiembre del dos mil nueve. (Exp. [...] )

RESULTANDO.

1) Que mediante la resolución G-SA-03-R-251-2009 dictada por la Administración Tributaria de Cartago, a las ocho horas, diez minutos del primero de setiembre del dos mil nueve y debidamente notificada el día cuatro de enero del dos mil diez, la Administración Tributaria de Cartago, declaró sin lugar el reclamo presentado por el señor  [...] en contra del traslado de cargos N° 041-2005 que establece la aplicación de la sanción administrativa de cierre del establecimiento comercial denominado  [...] , situado al [...] [...] ,  [...] , Cartago, por un plazo de cinco días naturales, con fundamento en el artículo 86, párrafo primero del Código Tributario, en vista de la reincidencia de la contribuyente en la no emisión y no entrega de comprobantes debidamente autorizados, (Folios 7 a 10). 

2) Que inconforme con lo resuelto, el recurrente presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio en contra de la resolución sancionatoria de cita, en escrito de fecha cinco de enero del dos mil diez. (Folio 12).

3) Que mediante resolución CT-AUT-03-CN-035-2010, de las nueve horas con veinte minutos del siete de mayo del dos mil diez, debidamente notificada el día primero de junio de dos mil diez, la Administración Tributaria de Cartago, declara sin lugar la revocatoria interpuesta, admite el recurso de apelación formulado y  emplaza a la recurrente para que  se apersone ante este Tribunal con el propósito de que aporte los alegatos y pruebas en defensa de sus derechos.  (Folios 14 a 17).  

4) Que el expediente a que se refieren las presentas diligencias ingresó para su estudio en este Despacho el trece de julio de dos mil once. (Folio 20).

5) Que en los procedimientos se han observado las prescripciones de ley, y

CONSIDERANDO:
I-. OBJETO DEL RECURSO DE APELACION: Que el recurso interpuesto es para que en sentencia se revoque la resolución recurrida que establece que el contribuyente incurrió  en  la  infracción administrativa contemplada en el artículo 86 párrafo tercero del Código Tributario que impone el cierre del establecimiento comercial denominado  [...] , situado al  [...] , Cartago, por un plazo de cinco días naturales.- 

II- FUNDAMENTOS DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. La a quo manifiesta lo siguiente: “(…) II.-FONDO DEL ASUNTO: Esta Administración indica al gestionante: El artículo 74 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios textualmente dice: “Plazo de prescripción.  El derecho de aplicar sanciones prescribe en el plazo de cuatro años, contado a partir del año siguiente a la fecha en que se cometió la infracción. La prescripción de la acción para aplicar sanciones se interrumpe por la notificación de las infracciones que se presumen, y el nuevo término comienza a correr a partir del 1º de enero del año siguiente a aquel en que la respectiva resolución queda firme”. El Traslado de Cargos #041-2005 fue notificado el 21/10/2005, el término de la prescripción empieza a correr a partir del 01/01/2006 al 01/01/2010 y la Resolución Confirmatoria G-SA-03-R-251-2009 de las ocho horas y diez minutos del primero de setiembre del año dos mil nueve fue notificada el 04/01/2010. La resolución Nº544-2008P de la Sala Primera del Tribunal Fiscal Administrativo de las ocho horas con cuarenta minutos del dieciséis de diciembre del año dos mil ocho, en el Considerando dice “Vl. EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN: En la resolución Nº511-2007. SALA PRIMERA TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO. San José, a las nueve horas treinta minutos del cuatro de diciembre del dos mil siete, La Sala Primera se pronunció así:…”Esta Sala ha dispuesto que en casos como el presente la prescripción se interrumpe de acuerdo con el artículo 74 del Código Tributario que dispone: “…Artículo 74.- Plazo de prescripción. El derecho de aplicar sanciones prescribe en el plazo de cuatro años, contado a partir del 1° de enero del año siguiente a la fecha en que se cometió la infracción.  La prescripción de la acción para aplicar sanciones se interrumpe por la notificación de las infracciones que se presumen, y el nuevo término comienza a correr a partir del 1° de enero del año siguiente a aquél en que la respectiva resolución quede firme. El cómputo de la prescripción de la acción para aplicar sanciones se suspende por la interposición de la denuncia de presuntos delitos de defraudación o retención, percepción o cobro indebido de impuestos, establecidos en los artículos 92 y 93 del presente Código, hasta que se dé por terminado dicho proceso…”, por lo que este Tribunal de acuerdo con el principio de legalidad contenido en los artículos 11 de la Constitución Política y de la Ley General de la Administración Pública y 5 del Código Tributario, considera que tiene prohibición expresa para desaplicar el término de prescripción antes indicado y con respecto al fondo del asunto el contribuyente no ha demostrado la improcedencia de los cargos imputados consistentes en el suministro de información en el plazo requerido por la Administración Tributaria, por lo que de acuerdo con la jurisprudencia imperante procede la aplicación de la sanción administrativa a que se contraen las presentes diligencias. Estima el Tribunal que en el caso de autos, existe requerimiento No. SRAG-189-2001 de fecha 28 de marzo del 2001 mediante el cual se le indica al contribuyente que la “Declaración Anual Resumen de Clientes, Proveedores y Gastos específicos”, formulario D151 correspondiente al período fiscal 2000, presenta errores de contenido confiriéndole 10 días hábiles para subsanarlo, sin que conste en expediente que dicho requerimiento haya sido cumplido por la recurrente, haciéndose acreedora a la sanción establecida en el inciso b) del Artículo 83 del Código Tributario, sanción que se aplica de acuerdo con el artículo 71 del citado Código a título de mera negligencia en la atención del deber de cuidado que ha de observarse en el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios. Así las cosas lo procedente es denegar la excepción de prescripción interpuesta (…)” (Folios 15 y 16).

III.- ARGUMENTOS DEL RECURRENTE. El recurrente, en escrito presentado en día veintiocho de agosto de dos mil cinco, acepta la imposición de la sanción contenida en el artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. No obstante, el cinco de enero de dos mil diez, interpone excepción de prescripción con base al artículo 74 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. (Folio 12). 

IV.- CRITERIO DE ESTE TRIBUNAL.-FONDO DEL ASUNTO.  Avocado el Tribunal al estudio y análisis del expediente a que se contraen las presentes diligencias, tiene por probado que la recurrente ha sido reincidente en la no emisión y entrega, en el momento de la compra venta o prestación de servicios, de comprobantes autorizados. En el momento de las ventas realizadas a los funcionarios encargados de la fiscalización de los deberes formales en el Impuesto General sobre las Ventas, tal y como consta en el acta de hechos visible al folio 2 del expediente administrativo, lesionando el  bien jurídico tutelado en el artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. En tales condiciones estima este Tribunal que, al estar demostrado plenamente en autos el incumplimiento del deber formal, consagrado en el párrafo primero del citado artículo del Código supracitado,  de no emitir ni entregar los comprobantes autorizados por las ventas realizadas a los funcionarios encargados de la comprobación del cumplimiento de los deberes formales, se impone confirmar la sanción administrativa de cierre de negocios. En  casos como el presente, los Tribunales jurisdiccionales se han pronunciado en este sentido, indicando al efecto que “… los llamados deberes formales tributarios tienen por objetivo asegurar la adecuada determinación y cobro de los tributos; este tipo de infracciones, no requiere una lesión efectivamente inferida al bien jurídico tutelado para tenerse por constituida, bastando que se configure la conducta u omisión sancionada; en otras palabras, no es necesario que exista un perjuicio económico directo a la hacienda pública.  El simple incumplimiento de la obligación configura la infracción y la norma no tiene ninguna eximente de responsabilidad basada en el hecho de que se haya o no defraudado al fisco, o que por otro medio se pueda llegar a la determinación tributaria…” (Voto 082-2002 de las diez horas cuarenta y cinco minutos del ocho de marzo del 2002, Sección Primera del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en igual sentido voto 054-2009, Sección VII, Tribunal Contencioso Administrativo, diez horas cuarenta minutos del 27 de mayo del 2009;  826-2009, Sección VI del Tribunal Contencioso Administrativo, Segundo Circuito Judicial-Goicoechea, catorce horas treinta minutos del cinco de mayo del 2009). Alega el inconforme en defensa de sus derechos, la prescripción de lo actuado por la Administración Tributaria, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 74 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. No comparte este Tribunal sus alegaciones, por cuanto el plazo de prescripción, para la aplicación de sanciones, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 74 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios es de cuatro años, cuyo cómputo inicia a partir del primero de enero del año siguiente a la fecha en que se cometió la infracción y se interrumpe con la notificación de las infracciones que se presumen cometió el contribuyente. En el caso de autos visible al folio 5 del expediente administrativo, se observa el acta de notificación del traslado de cargos N° 041-2005, recibida en el domicilio fiscal del recurrente, por la señora  [...] , portadora de la cédula  [...]  el día veintiuno de octubre del dos mil cinco; ante dicha circunstancia, el cómputo del plazo de prescripción inicia el primero de enero de 2006 y  el derecho de accionar, por parte de la Administración concluiría el día primero de enero de dos mil diez. Observa esta Sala, que la resolución sancionatoria, fue emitida el día primero de setiembre del dos mil nueve, acto administrativo cuya efectividad se consolidó mediante su notificación el día cuatro de enero de dos mil diez, fecha en la que se entregó copia de la misma a la señora  [...] , portadora de la cédula de identidad  [...] , en el domicilio fiscal del recurrente (folio 7 a 11). Estima el Tribunal que en el caso de análisis, resulta evidente que se ha vulnerado el bien jurídico tutelado sea la gestión, administración, fiscalización y recaudación de los tributos, asignado por el artículo 99 y siguientes del Código Tributario a la Administración Tributaria, pues es evidente que el Estado requiere que todas las personas contribuyan a los gastos, de acuerdo con el artículo 18 constitucional y sobre todo tratándose el Impuesto General sobre las Ventas, de un tributo de recaudación masiva. En el caso de autos, consta la comisión de la infracción que origina la reincidencia, por la no entrega o emisión de comprobantes autorizados y por ende del cierre del negocio  [...] , propiedad del inconforme. En sede jurisdiccional se ha mantenido el criterio de que la reincidencia en la omisión de la entrega de factura o comprobante autorizado, se materializa cuando al resolverse el recurso de apelación ya existe resolución sancionatoria firme por dicho incumplimiento, aún cuando la misma no se de al inicio del procedimiento. (TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINSTRATIVO Y CIVIL DE HACIENDA N° 1150-2010 SECCIÓN VI, A LAS 16:15 DEL 23 DE MARZO 2010). Este Tribunal tiene por plenamente probado que el apelante incumplió con el deber formal de entregar o emitir comprobantes autorizados, por lo que resulta procedente la aplicación de la sanción de cierre de negocio por un plazo de cinco días naturales del establecimiento denominado  [...] ,  situado al   [...] , Cartago y en estas condiciones esta Sala no tiene otra alternativa más que confirmar la resolución recurrida. 

POR TANTO

Se rechaza el recurso de apelación y se confirma la resolución recurrida sin variación alguna. COMUNIQUESE. 

Lic.  Luis Rodríguez Picado

Presidente

Lic.  Carlos Vargas Duran                            Licda. Maria del Socorro Quiros Rojas 
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